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El mundo actual se enfrenta a desafíos importantes que van más allá 
de la inflación, las crisis financieras, las recesiones y desaceleraciones 
económicas que afectan a los países como, por ejemplo, la crisis 
emergente de los cuidados y la crisis climática. La crisis del cuidado 
se refiere a la falta de acceso y al aumento desigual dentro de las 
sociedades y, entre ellas, respecto al apoyo del cuidado de las 
personas y el cumplimiento de los derechos en términos de acceso 
a los insumos que sostienen la vida y promueven el bienestar, 
por ejemplo, alimentos, agua y electricidad (Sepúlveda, 2013). La 
magnitud de la necesidad insatisfecha de cuidados infantiles en 
todo el mundo es considerable. Se calcula que el 23 % de los niños 
de todo el mundo (casi 350 millones) necesitan cuidados, pero no 
pueden acceder a ellos. Del mismo modo, a medida que la población 
mundial envejece rápidamente, apenas una pequeña fracción de las 
personas mayores que necesitan recibir cuidados puede acceder a 
estos en una institución o a cuidados domiciliarios remunerados; 
la mayoría recibe cuidados de familiares u otros cuidadores no 
remunerados. Las mujeres son quienes prestan gran parte de 
los cuidados no remunerados y del empleo formal. Esta pesada 
y desigual responsabilidad de los cuidados no remunerados es un 
obstáculo para una mayor participación de las mujeres en el mercado 
laboral, lo que afecta a la productividad, el crecimiento económico y 
la reducción de la pobreza. Sin embargo, lo más importante es que 
la distribución desigual y la falta de reconocimiento del trabajo de 
cuidados no remunerado socavan la dignidad de las cuidadoras, 
obstaculizan el ejercicio de varios derechos humanos en condiciones 
de igualdad con los hombres, socavan los avances hacia la igualdad 
de género y consolidan la desproporcionada vulnerabilidad de las 
mujeres a la pobreza a lo largo de su vida. 

Sin embargo, el hecho de que la mayor parte del trabajo de cuidados 
no sea remunerado hace que sea estadísticamente invisible para 
los responsables políticos. La prestación de servicios de cuidados 
asequibles no ha sido una prioridad política, salvo en los llamados 
estados de bienestar, así como en los países con tasas de fertilidad muy 
bajas y poblaciones que envejecen rápidamente. En muchos países 
todavía se considera que la prestación de cuidados es principalmente 
responsabilidad de la familia y que tiene poca repercusión en el 
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desarrollo económico. Cuando no se reconoce la importancia de 
la prestación de cuidados para el buen funcionamiento de las 
economías y la reproducción de las sociedades ni se tiene en cuenta 
la interconexión crucial entre las actividades económicas humanas, 
así como el ecosistema, el crecimiento de la producción material 
puede conducir a un aumento de las desigualdades, a la negación 
de los derechos humanos para muchos y a la erosión de las bases 
naturales fundamentales de la vida en la Tierra.  

Al mismo tiempo, el mundo ya experimenta las consecuencias del 
cambio climático. No se trata solo del calentamiento global y olas de 
calor más frecuentes, sino también de tormentas más fuertes y más 
daños causados por las condiciones meteorológicas, inundaciones 
y sequías intensas, reducción de la productividad agrícola, crisis 
del agua y aumento de la pérdida de biodiversidad. Aunque se ha 
avanzado en el desarrollo de prácticas agrícolas sostenibles, energías 
limpias y tecnologías verdes, la mayoría de las acciones de los países 
de todo el mundo no han sido suficientes para hacer frente a la 
crisis climática (Romanello et al., 2023). Gobiernos y organizaciones 
internacionales están promoviendo y aplicando estrategias y políticas 
de desarrollo que ignoran o dan poca importancia a los graves efectos 
sobre la economía del cuidado y el medio ambiente en la búsqueda 
del crecimiento económico. Las desigualdades estructurales 
subyacentes en la sociedad, incluidas las que existen entre hombres 
y mujeres, determinan la forma en que los impactos y los estresores 
relacionados con el clima se distribuyen y afectan a las personas, así 
como las capacidades y opciones de que disponen los hombres y las 
mujeres para responder a ellos. 

Los efectos agravantes del cambio climático sobre las familias 
y comunidades desafían sus capacidades para satisfacer sus 
necesidades en materia de cuidados. El cambio climático no solo 
agudiza la demanda de cuidados en términos de enfermedades y 
discapacidades repentinas, sino que también plantea nuevos retos 
que merman la disponibilidad de cuidadores familiares para prestar 
asistencia y capacidad de cuidadores para acceder a los servicios 
de cuidado. Las consecuencias derivadas del clima pueden dar lugar 
a una recomposición de las unidades tradicionales de prestación 
de cuidados, por ejemplo, los hogares y las comunidades, además 
de crear nuevas situaciones en las que satisfacer las necesidades 
de cuidados resulte especialmente difícil, como en los casos de 
asentamientos de personas desplazadas. Las consecuencias de estos 
efectos se ven agravadas por las amenazas que se ciernen sobre los 
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insumos necesarios para prestar cuidados. El nexo clima-tierra-agua-
alimentación-energía demuestra la magnitud de la interdependencia 
de los sistemas humanos para con el ecosistema, de modo que las 
amenazas a este erosionan la capacidad de dar cuidados y la habilidad 
de las sociedades para prosperar y sobrevivir. La mayor incapacidad 
de las sociedades para satisfacer las necesidades en materia de 
cuidados —derivada de la interacción del cambio climático y diversos 
factores— repercute de forma inmediata y duradera en el bienestar, 
en términos de merma de las capacidades y pérdida de vidas; estos 
efectos se experimentan de forma desigual entre las personas de 
todo el mundo. 

La adopción de medidas erróneas y poco contundentes por parte de 
los responsables políticos, además de la inacción de los gobiernos 
para apoyar una transición justa desde el punto de vista del género 
han propiciado violaciones de los derechos humanos y socavado los 
esfuerzos para abordar eficazmente los problemas relacionados con 
la salud, el hambre y las necesidades de cuidados, alimentos, agua 
y energía de las poblaciones marginadas. Como consecuencia de lo 
anterior, han aumentado las desigualdades de género, económicas 
y sociales dentro de los países y entre ellos. Los esfuerzos para 
abordar estos problemas deben ser exhaustivos en su alcance y 
basarse en los principios de igualdad, universalidad, participación y 
responsabilidad compartida por todos. Estas medidas van desde la 
inversión pública en la prestación de cuidados y la protección social 
hasta la aplicación de políticas laborales, alimentarias, energéticas y 
macroeconómicas que tengan en cuenta las cuestiones de género y 
apoyen una transición justa. Es necesario un cambio transformador 
en los procesos de toma de decisiones y en las acciones de gobiernos, 
empresas, comunidades, hogares e individuos para mejorar la salud 
del ecosistema y lograr un futuro sostenible. 
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1. Afrontar las relaciones de poder desiguales 
en las políticas de mitigación y adaptación al 
cambio climático

4. Desarrollar sistemas de cuidados de 
calidad que sean innovadores, sostenibles y 
con capacidad de adaptación a los factores 
climáticos

2. Garantizar servicios de cuidados de calidad 
para todos

5. Garantizar procesos de toma de decisiones 
participativos y democráticos

3. Movilizar recursos para financiar servicios 
de cuidados universales y una acción climática 
eficaz

6. Garantizar el acceso a la justicia

4
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Recomendaciones políticas
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El mundo actual se enfrenta a desafíos importantes que van más allá 
de la inflación, las crisis financieras, las recesiones y desaceleraciones 
económicas que afectan a los países como, la crisis emergente de los 
cuidados y la crisis climática. Estos son, en gran medida, los resultados 
de la implacable expansión de la producción de mercado en todo el 
mundo, que depende de la sobreexplotación e infravaloración del 
ecosistema, al igual que del trabajo no remunerado utilizado para 
sostener la vida humana, reproducir las sociedades y mantener a la 
mano de obra.  

La crisis de los cuidados de las personas se refiere a las necesidades 
insatisfechas y a los crecientes desequilibrios dentro de las 
sociedades y, entre ellas, con respecto al apoyo a los cuidados de 
las personas y al cumplimiento de derechos como la alimentación, el 
agua y la salud. Esta situación se experimenta tanto a nivel local como 
nacional en muchos países en términos de escasa prioridad y apoyo 
gubernamental para satisfacer adecuadamente las necesidades de 
cuidados de jóvenes, personas mayores y personas con discapacidad 
o que sufren enfermedades; para abordar el estrés crónico y las 
largas jornadas laborales de cuidadores y cuidadoras, así como para 
erradicar las desigualdades en el acceso a los alimentos, el agua y la 
energía limpia.  

La magnitud de la necesidad insatisfecha de cuidados infantiles en 
todo el mundo es considerable. Se calcula que el 23 % de los niños 
y las niñas de todo el mundo (casi 350 millones) necesitan cuidados 
infantiles, pero no tienen acceso a ellos (Devercelli y Beaton-Day, 2020). 
Esta necesidad insatisfecha afecta de manera desproporcionada a las 
familias de los países de bajos y medianos ingresos, con casi ocho de 
cada diez niños y niñas que necesitan cuidados infantiles, pero no 
tienen acceso a ellos. De manera similar, a medida que la población 
mundial envejece rápidamente, solo un pequeño porcentaje de 
las personas mayores que necesitan cuidados puede recurrir a la 
asistencia formal (es decir, a los cuidados en una institución o a los 
cuidados domiciliarios remunerados); la mayoría de ellos reciben 
cuidados de familiares u otros cuidadores no remunerados (Gruber 
et al., 2023). Como se explica en la siguiente sección, gran parte de 
los cuidados no remunerados y del trabajo formal de cuidados lo 
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prestan las mujeres. El acceso a los servicios de salud para cientos 
de millones de personas en todo el mundo sigue siendo un reto. 
La ampliación del acceso a los servicios de salud esenciales se ha 
reducido en comparación con el periodo anterior a 2015, sin avances 
significativos en la reducción de las dificultades económicas debidas 
al aumento de los costes de la salud (OMS, 2023). Las desigualdades 
persisten en estos sistemas de cuidados, siendo las poblaciones 
desfavorecidas las que tienen menores niveles de acceso a los 
servicios de salud y afines. No resulta sorprendente que el progreso 
en muchos de los indicadores de salud en todo el mundo se haya 
estancado notoriamente desde 2015, como lo demuestra la caída 
de la tasa anual de reducción de la tasa de mortalidad materna, las 
tasas de mortalidad neonatal y de menores de cinco años, así como 
la mortalidad prematura por enfermedades no transmisibles (OMS, 
2023).

Al mismo tiempo, el mundo es testigo de la desestabilización del clima 
y de la creciente fragilidad del ecosistema, fenómenos estrechamente 
relacionados con el rápido consumo de combustibles fósiles y otras 
actividades humanas, que han provocado la acumulación de gases 
de efecto invernadero (GEI) en la atmósfera (IPCC, 2023). De hecho, 
el mundo experimentó este año (2023), las temperaturas más altas 
a nivel mundial en más de 100.000 años y se batieron récords de 
calor en todos los continentes hasta 2022 (Romanello et al., 2023). El 
mundo ya es testigo de las consecuencias del cambio climático. No 
se trata solo del calentamiento global y olas de calor más frecuentes, 
sino también de tormentas más fuertes y más daños causados por 
las condiciones meteorológicas, inundaciones y sequías intensas, 
reducción de la productividad agrícola, crisis del agua y aumento 
de la pérdida de biodiversidad. El reciente aumento del hambre 
en el mundo se atribuye en gran parte a los elevados índices de 
degradación del suelo y desertificación, sobre todo en los países 
que dependen en gran medida de los sistemas agrícolas de secano 
(Randell et al., 2022; FAO, 2023). La ciencia es clara: el planeta está 
muy lejos de alcanzar sus objetivos climáticos, según un informe de 
la Organización Meteorológica Mundial (OMM) de 2023. (Stuart et al., 
2023). La temperatura de la superficie mundial observada en 2013-
2022 ya alcanzó 1,15 °C por encima de los niveles preindustriales 
(1850-1900) (IEA 2023a). Y, sin embargo, las emisiones de gases de 
efecto invernadero siguen aumentando; la cuota de las energías 
renovables en el consumo total de energía fue de apenas el 19,1 % (o 
el 12,5 % excluyendo el uso de biomasa) en 2020 (IEA 2023a).  
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Es inequívoco que, aunque se ha avanzado en el desarrollo de 
prácticas agrícolas sostenibles, energías limpias y tecnologías verdes, 
las acciones de los países de todo el mundo siguen siendo insuficientes 
para abordar la crisis climática con eficacia (Romanello et al., 2023). 
Los gobiernos y las organizaciones internacionales promueven y 
aplican inconscientemente estrategias y políticas de desarrollo que 
ignoran o dan poca importancia a los graves efectos sobre la economía 
del cuidado y el medio ambiente cuando persiguen el crecimiento 
económico y el aumento del consumo material. Cada vez hay más 
pruebas de la relación entre el uso de materiales, el crecimiento 
económico y el cambio climático. Por ejemplo, el estudio sobre el 
uso de recursos en la región de Asia-Pacífico demuestra cómo el 
aumento de la producción y de los ingresos per cápita contribuyeron 
con más fuerza al aumento del uso de materiales que el crecimiento 
de la población (Schandl y West, 2011). Los responsables políticos 
aún tienen que tener en cuenta los efectos de retroalimentación 
no lineales de las actividades económicas y las interacciones en 
cascada y sinérgicas entre los procesos de producción, el consumo 
y el ecosistema en los procesos de toma de decisiones y los análisis 
políticos (Daly, 2014). 

Este documento informativo ilustrará cómo las medidas erróneas 
y endebles, además de la persistente inacción gubernamental en 
muchos casos, han dado lugar a violaciones de los derechos humanos y 
han socavado los esfuerzos para garantizar de forma efectiva el acceso 
a la salud, la alimentación, el agua y las necesidades insatisfechas 
de cuidados y energía de las poblaciones marginadas. También 
demostrará cómo han aumentado las desigualdades de género, 
económicas y sociales dentro de los países y entre ellos. Sostiene 
que se necesitan urgentemente grandes esfuerzos para abordar 
las causas interrelacionadas de la insostenibilidad y la desigualdad, 
incluida la desigualdad de género. Esto es vital para el cumplimiento 
de los derechos humanos y la salud del ecosistema en medio de la 
aceleración de los efectos del cambio climático, especialmente entre 
los grupos sociales más vulnerables y marginados.  

El informe también mostrará que es necesario un cambio 
transformador en los procesos de toma de decisiones y en las 
acciones de los Estados, las empresas, las comunidades, los hogares 
y los individuos hacia una transición justa con perspectiva de género 
para mejorar la salud del ecosistema y lograr un futuro sostenible. 
((Colaboración para una transición equitativa, 2018; GI-ESCR, 2020;
GI-ESCR, 2021; Lozano, 2022; McKernan et al., 2020). En este informe, 
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una transición justa con perspectiva de género se entiende como 
el paso de economías extractivas y basadas en los combustibles 
fósiles a energías renovables y prácticas de producción sostenibles 
que permitan el ejercicio de los derechos fundamentales dentro 
de los límites planetarios y que presten atención a los resultados 
diferenciados en mujeres y hombres. Dados los numerosos 
intereses en conflicto que deben conciliarse para avanzar hacia una 
transición justa con perspectiva de género, las normas y estándares 
internacionales de derechos humanos pueden servir de marco para 
fijar prioridades y establecer objetivos, así como parámetros para 
garantizar que las acciones encaminadas a alcanzar la sostenibilidad 
no vulneren los derechos de las personas. Los esfuerzos por avanzar 
hacia una transición justa con perspectiva de género también deben 
adoptar una perspectiva interseccional, ya que las mujeres no son un 
grupo homogéneo. Los efectos del cambio climático se producen en 
contextos locales con diferentes estructuras de poder, instituciones, 
infraestructuras y normas socioculturales. Por consiguiente, mujeres 
y hombres se ven afectados de forma diferente por las condiciones 
climáticas y las alteraciones meteorológicas extremas, reaccionando 
a ellas de forma distinta. Este enfoque proporciona una comprensión 
más profunda de las múltiples y superpuestas formas de marginación 
y desigualdad que exacerban las discriminaciones de género, raciales 
y étnicas.  

El informe se estructura del siguiente modo. La sección 2 demuestra 
la importancia de los sistemas de cuidados en una transición justa 
con perspectiva de género hacia un desarrollo ecológicamente 
sostenible. La sección 3 examina el impacto de género del cambio 
climático en los sistemas de cuidados e identifica los desafíos. La 
sección 4 concluye el documento con recomendaciones de políticas 
centradas en los cuidados que pueden propiciar una transición justa 
con perspectiva de género y así reducir las brechas de género, las 
desigualdades sociales y económicas, además de la dependencia de 
las sociedades respecto a las prácticas extractivas y el consumo. 
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En todo el mundo, las familias proporcionan gran parte de los cuidados 
que sostienen los niveles de vida, reproducen las sociedades, permiten 
desarrollar capacidades y mantienen la mano de obra. Los niños 
pequeños y en edad escolar, las personas mayores, las personas que 
sufren enfermedades y las que presentan discapacidades necesitan 
ayuda para satisfacer sus necesidades físicas, psicológicas y de desarrollo, 
como alimentarse, bañarse, vestirse, leer, oír y desplazarse. Estas 
actividades prácticas y relacionales se denominan cuidados directos o 
personales (Esquivel 2014; OIT, 2018). Los adultos sin impedimentos 
físicos junto con las personas dependientes, es decir, las personas que 
necesitan ayuda a largo plazo para las actividades de la vida diaria, 
también dependen de los miembros del hogar que realizan tareas 
domésticas, lo que se conoce como cuidados indirectos. Se trata de 
actividades de cuidado del hogar, domésticas y de subsistencia que van 
desde el lavado de la ropa, la limpieza de la casa, la preparación de las 
comidas, la organización de citas, la compra de víveres y la coordinación 
de los cuidados para conseguir combustible y agua, y la producción de 
subsistencia. El cuidado de las personas implica el uso de insumos no 
laborales para mantener la vida y promover el bienestar de ambos, por 
ejemplo, alimentos, agua y energía1. 

Históricamente y en la actualidad, las mujeres y las niñas realizan 
muchas de estas actividades, como demuestran los estudios sobre el 
uso del tiempo (Benería et al., 2015; Hirway 2017; Connelly y Kongar 
2017; OIT 2018; Charmes 2019; Floro, 2021). Las normas de género 
relativas a los papeles socialmente asignados a mujeres y hombres 
siguen determinando en todo el mundo cómo se reparten las tareas 
domésticas y cómo se relacionan entre sí. Aunque las normas sociales no 

Sistemas de cuidados y 
desigualdades de género: 
un resumen 

1 Algunas feministas como Joan Tronto (2012) ampliaron la definición de cuidado para incluir 
aquellas actividades “que hacemos para mantener, continuar y reparar nuestro ‘“mundo” para 
que podamos vivir en él lo mejor posible”, es decir, el cuidado del medio ambiente. Del mismo 
modo, la CEPAL también utiliza este concepto más amplio en su informe 2023 (CEPAL, 2023). Este 
artículo se centra en las dimensiones relacionales humanas de los cuidados. Destaca el concepto 
de cuidados como una forma particular de trabajo y llama la atención sobre quién los realiza y 
las condiciones en que se llevan a cabo. 
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son estáticas, han tardado en cambiar y lo han hecho de forma desigual. 
Las mujeres, en particular, experimentan estas tensiones al cuidar de sus 
familias y, al mismo tiempo, buscar empleo y participar en la población 
activa, acceder a los programas de capacitación continúa y desarrollo 
tecnológico, además de cumplir con sus obligaciones cívicas y de otro 
tipo. Pero lo más importante es que la distribución desigual, la intensidad 
y la falta de reconocimiento del trabajo de cuidados no remunerado 
menoscaban la dignidad de las mujeres cuidadoras, obstaculizan su 
disfrute de los derechos humanos en igualdad de condiciones con los 
hombres, socavan los avances hacia la igualdad de género y afianzan 
su desproporcionada situación de vulnerabilidad ante la pobreza a 
lo largo de toda su vida. La incapacidad de combinar con éxito las 
responsabilidades de los cuidados con otras funciones deja a muchas 
mujeres sin derechos y sin poder. Otras pueden beneficiarse más de las 
nuevas oportunidades, pero sufrir una mayor carga de trabajo y estrés 
(Floro y Meurs, 2009). Los estudios sobre el uso del tiempo muestran 
que el trabajo de cuidados no remunerado es especialmente gravoso 
para las mujeres de hogares con bajos ingresos, lo que respalda la idea 
de que quienes viven en la pobreza, más que quienes viven en hogares 
más ricos, suelen compensar su falta de ingresos monetarios realizando 
más trabajo de cuidados no remunerado (Hirway 2017; Antonopoulos, 
Matheson y Zacharias 2013; OIT, 2018). 

En muchas comunidades, los cuidados no remunerados también los 
proporcionan familiares, vecinos, amigos y miembros de la comunidad, 
especialmente en los países de ingresos bajos y medios. Abarcan 
desde el cuidado infantil, personas mayores y enfermos hasta el 
mantenimiento de escuelas, la reparación de canales de regadío, 
así como la gestión y conservación de los bosques. Sin embargo, las 
familias que tradicionalmente han podido contar con la ayuda de otros 
familiares y parientes femeninos (primas, tías, abuelas) encuentran esta 
opción menos factible. En los países de bajos y medianos ingresos, la 
urbanización, la migración y el crecimiento de los hogares nucleares 
han socavado las redes de apoyo de la familia extensa, de modo que las 
familias se ven aún más presionadas para satisfacer sus necesidades de 
cuidados, siendo las mujeres y las niñas las que se llevan la peor parte 
(Floro y King, 2023). 

La transformación de los hogares y el aumento de la participación de 
las mujeres en el mercado laboral durante el desarrollo capitalista 
provocaron el rápido crecimiento de los servicios de cuidados prestados 
a través del mercado, incluidos los servicios de salud, el cuidado infantil 
y los cuidados a largo plazo. Con o sin ánimo de lucro, estos acuerdos se 
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dan en diversos entornos: desde hogares (que contratan trabajadores 
domésticos, niñeras y asistentes a domicilio), centros de cuidado con 
fines comerciales hasta servicios de cuidados públicos y sin fines de lucro. 
Al igual que en el caso de los cuidados no remunerados, la mayoría de la 
mano de obra mundial dedicada a los cuidados son mujeres: El 66 % de 
las trabajadoras en ocupaciones relacionadas con los cuidados y el 70% 
de las trabajadoras domésticas (OIT 2018, pág. 8). Esta feminización de los 
trabajos de cuidados tiene que ver con el estereotipo de género asociado 
a estas tareas y la persistente vinculación de éstos con la inclinación 
“natural” y las capacidades “innatas” de las mujeres (Himmelweit, 2007). 

El concepto de economía de los cuidados engloba el amplio abanico 
de labores de cuidado que sustentan los niveles de una vida digna y 
producen bienestar. Los bienes y servicios que produce el trabajo de 
cuidados ocurren en diversos entornos y modalidades de cuidados: 
hogares, comunidades, mercados y sector público. Denota el hecho de 
que el trabajo de cuidados, ya sea remunerado o no, produce “valor”; 
por lo tanto, todas las formas de actividades de cuidados se consideran 
productivas aunque la mayoría de ellas sean invisibles para las medidas 
convencionales de la producción y de la economía. 

Varios países han hecho algunos avances en la asignación de recursos 
públicos y la inversión en servicios de cuidados, aliviando así parte de la 
carga de trabajo de cuidados no remunerado de las mujeres y ayudando 
a reducir las tensiones entre el empleo (trabajo remunerado) y el trabajo 
de cuidados no remunerado en términos de demanda de tiempo laboral 
(Carrasco y Domínguez 2011; Gálvez-Muñoz et al., 2011; Tronto 2012; 
Hirway 2017; Esquivel y Kaufmann 2017; Connelly y Kongar 2017; Peng 
y Yeandle 2017, Gruber et al., 2023). Estas van desde la prestación 
directa de servicios de cuidados a políticas de protección social como 
pagos y subsidios a los cuidadores o a las personas que necesitan 
cuidados, políticas laborales como beneficios por maternidad, permisos 
de paternidad y regulación del tiempo de trabajo remunerado, hasta 
prestaciones de servicios complementarios como agua y saneamiento2. 

Estados de bienestar como Suecia, Noruega, Dinamarca y Finlandia 
introdujeron servicios y prestaciones de cuidados socializados para 
la mayoría de la población. Países del Sur Global como Costa Rica, 
Sudáfrica y Chile han desarrollado planes de protección social que 

2 Véase Esquivel y Kaufmann 2017 para una revisión de las políticas de cuidado en África, Asia 
y la región de América Latina y el Caribe, además del portal Global Care Policy de la OIT que 
proporciona datos y recursos sobre la no discriminación y las políticas y servicios relacionados 
con el cuidado en más de 180 países (OIT s.f.).
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abordan las necesidades de cuidado infantil (Niño-Zarazúa et al., 
2012; Patel 2012; Esquivel y Kaufmann 2017; Gromada y Richardson, 
2021). Las subvenciones al cuidado de niños se utilizan para ayudar 
a pagar el cuidado infantil de todas las personas con bajos ingresos, 
independientemente de su situación laboral. También están surgiendo 
nuevas iniciativas en algunos países de América Latina en cuanto a la 
creación de políticas de cuidado infantil y el establecimiento de servicios 
de guardería proporcionados o subvencionados públicamente, como 
el Sistema de Cuidados en Uruguay, Estancias Infantiles en México y el 
programa de bloques de cuidado de Bogotá en Colombia (Gobierno de 
México s.f.; OIT 2018; Rodríguez-Franco, 2022). 

Dicho esto, solo 32 países del mundo disponen de servicios públicos de 
cuidado infantil tras el nacimiento de los hijos y solo 30 países cuentan 
con programas obligatorios de la División de Educación de la Primera 
Infancia (ECED, del inglés) de al menos 40 horas semanales (Addati, 
Cattaneo y Pozzan, 2022). En 2022, otros 26 países fueron los únicos que 
establecieron un régimen obligatorio de servicios de cuidados de largo 
plazo universales y gratuitos (Addati, Cattaneo y Pozzan, 2022). 

Sin embargo, el rápido crecimiento de las inversiones privadas tanto en 
el sector del cuidado infantil como en el de los cuidados de largo plazo, 
además de los recortes en los servicios públicos desde la década de 1990 
han erosionado gradualmente los servicios públicos de cuidado incluso 
en los países nórdicos (Vaittinen, Hoppania y Karsio, 2018). Por ejemplo, 
los gobiernos locales de Finlandia, Noruega y Suecia, han externalizado 
cada vez más el cuidado de personas mayores a proveedores de cuidados 
privados o semiprivados (Connelly y Kongar 2017; Peng y Yeandle, 2017). 
En Italia y el Reino Unido, los subsidios para cuidados y los presupuestos 
personales han permitido a algunas familias y personas mayores adquirir 
cuidados a través del mercado. En Austria y Alemania, la existencia 
de una opción de subvención económica permite a los ciudadanos 
contratar cuidados privados. Otros países, como Holanda y Francia, 
ofrecen subsidios familiares y permisos parentales remunerados, así 
como servicios públicos de cuidado infantil y educación. En Asia Oriental 
también es evidente la mercantilización de los servicios de cuidados. 
Tanto Japón como Corea del Sur, por ejemplo, cuentan con un seguro 
público de cuidados a largo plazo, pero los proveedores de cuidados 
del sector privado desempeñan un papel importante en la prestación 
de cuidados de personas mayores (Peng y Yeandle 2017; Michel y Peng, 
2017). En Japón, la estricta regulación gubernamental ha dado lugar a 
una situación de cuasi-mercado en la que el cuidado de las personas 
mayores se ofrece a través de los sectores público y privado con y sin 
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ánimo de lucro, mientras que en Corea, una regulación más débil ha 
dado lugar a que los proveedores del mercado privado jueguen un papel 
más prominente.  

Cuando los Estados no valoran, proporcionan y apoyan adecuadamente 
la prestación de cuidados, las mujeres asumen inevitablemente una 
parte importante de la carga de trabajo de cuidados, en detrimento 
de su disfrute de los derechos humanos. Además, la forma en que los 
Estados prestan apoyo y diseñan las políticas sociales tiene diferentes 
implicancias para la asequibilidad y el acceso a cuidados (Folbre 2006; 
Floro y Meurs, 2009). También afectan al reparto de responsabilidades en 
el hogar. Las subvenciones económicas para el cuidado infantil tienden 
a fomentar los roles familiares diferenciados por género. Por otra parte, 
los servicios de cuidado infantil subvencionados por el Estado facilitan el 
modelo de doble asalariado, mientras que la legislación sobre permisos 
parentales (en contraposición a la maternidad) fomenta la paternidad 
dual y el cuidado compartido. 

No obstante, incluso en los países con las políticas de cuidados más 
generosas, las responsabilidades domésticas siguen recayendo más 
en las mujeres que en los hombres. Lo anterior se debe a que las 
subvenciones para cuidados solo cubren una parte de los gastos de 
los padres y del tiempo total dedicado a los cuidados (OCDE 2020; OIT 
2018; Gromada y Richardson, 2021). Por ejemplo, el costo del cuidado 
infantil no parental sigue siendo elevado en muchos países de la OCDE; 
en Japón y el Reino Unido equivale a la mitad de los ingresos medios a 
tiempo completo de las mujeres de una familia biparental con dos hijos 
a cargo. Aunque los programas de apoyo, dependiendo de la cobertura 
y el nivel de inversión pública, reducen los gastos de las familias con 
ingresos bajos y las madres solteras, los gastos del propio bolsillo 
pueden seguir suponiendo una gran parte de los ingresos familiares, 
como en el caso de Irlanda, Eslovaquia y el Reino Unido (OCDE, 2020). 
En las Américas, siguen existiendo limitaciones de acceso a pesar de los 
sistemas nacionales de cuidados infantiles para niños de 0 a 2 años en 
12 países (Gromada y Richardson, 2021). Por ejemplo, en Costa Rica, la 
oferta pública se encuentra principalmente en las zonas urbanas y en 
Uruguay los padres siguen teniendo que pagar la mayor parte de las 
tasas de cuidado infantil. 

El hecho de que la mayor parte del trabajo de cuidados no esté 
remunerado lo ha hecho estadísticamente invisible para los responsables 
políticos. La prestación de servicios de cuidados asequibles ha recibido 
escasa prioridad política, salvo en los estados de bienestar y en países 
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con tasas de fertilidad muy bajas y con poblaciones que envejecen 
rápidamente, como Corea, Taiwán, Japón y Singapur. Esto se debe 
principalmente a que en muchos países se supone que la prestación 
de cuidados es principalmente responsabilidad de la familia y que 
tiene poco impacto en el desarrollo económico. Además, los modelos 
de desarrollo convencionales y las teorías económicas dominantes que 
proporcionan el marco para la formulación de políticas no consiguen 
integrar la economía de los cuidados (Blecker y Braunstein 2022; Reksten 
y Floro, 2020). Al hacerlo, han promovido políticas públicas y estrategias 
de desarrollo ciegas a su impacto sobre la reproducción social y el 
entorno natural que sustenta la vida humana. Cuando no se reconoce 
la importancia de la provisión de cuidados para el funcionamiento de 
las economías y la reproducción de las sociedades, ni se tiene en cuenta 
la interconexión crucial entre las actividades económicas humanas y el 
estado de nuestro ecosistema, el crecimiento de la producción material 
y del consumo puede conducir a un aumento de las desigualdades, a la 
negación sistémica de los derechos humanos de muchas personas y a 
la erosión de las bases naturales fundamentales de la vida en la Tierra.  

El fomento de la privatización mediante políticas de liberalización del 
mercado contribuye a reforzar la noción de que los trabajadores y sus 
familias pueden encontrar sus propias soluciones para hacer frente a las 
responsabilidades de los cuidados familiares y su necesidad de cuidados 
externos puede abordarse mediante el fomento de las inversiones 
privadas en este sector. Desde el punto de vista de los derechos, la 
privatización de los cuidados plantea graves problemas de disponibilidad, 
accesibilidad, asequibilidad y calidad de dichos servicios. También suscita 
preocupación la posibilidad de abusos cuando los proveedores privados 
no están adecuadamente regulados.  

La expansión del mercado de cuidado infantil y cuidados de largo plazo 
suele impulsarse a través de un programa de incentivos, que incluye 
subvenciones implícitas y explícitas, así como reformas legislativas y 
políticas que reestructuran el mercado laboral en favor de contratos 
de trabajo “flexibles” y contingentes. (Longhurst, Ponder y McGregor, 
2020). Sin embargo, estudios recientes sobre servicios de cuidados 
financiados con capital privado muestran graves fricciones y desajustes 
entre los incentivos lucrativos y el objetivo social de cuidados asequibles 
y de calidad. Un estudio sobre los hogares de personas mayores en 
Estados Unidos, por ejemplo, muestra que la propiedad de capital 
privado aumenta la mortalidad a corto plazo de los pacientes en un 
10 %, debido en parte a la disminución del personal de enfermería y al 
escaso cumplimiento de estándares (Gupta et al., 2021). Esto coincide 
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con disminuciones en otras variables que miden el bienestar de los 
pacientes como, por ejemplo, una menor movilidad. El enfoque de 
mercantilización de la prestación de cuidados también hace hincapié 
en las desigualdades socioeconómicas de las sociedades, así como en 
las desigualdades de género en la división doméstica de los cuidados. 
Los trabajadores domésticos, normalmente mujeres, son una solución 
habitual para las familias de clase media y alta en países de ingresos 
medios y bajos. En los estados árabes, por ejemplo, el trabajo doméstico 
representa la mayor proporción de empleados (14,8 %), mientras que 
en América Latina y el Caribe es el 8,4 %; en África, el 7,3 %; y en Asia y 
el Pacífico, el 4,6 % (OIT, 2020). Las mujeres siguen siendo mayoría en 
el sector del servicio doméstico (76,2 %), que representa el 4,5 % del 
empleo femenino mundial.  

Para las familias trabajadoras, pobres y con bajos ingresos, utilizar 
servicios de cuidado infantil pagados, acudir a una clínica privada, 
contratar a un asistente doméstico o una empleada del hogar es 
sencillamente inasequible. A menudo se ven obligadas a involucrar a sus 
hijos, sobre todo a las hijas, para que dediquen largas horas a permitir 
que la familia satisfaga sus necesidades de cuidados. En muchos casos, 
es la cuidadora principal del hogar quien emigra a las ciudades u otros 
país para trabajar como empleada doméstica, niñera o asistente en 
hogares de personas mayores (Parreñas 2015; Michel y Peng 2017; 
Gammage y Stevanovic, 2018). En el Sur Global, un número cada vez 
mayor de mujeres se ven obligadas a emigrar para asegurar el futuro de 
sus familias debido a la escasez de empleos bien remunerados en sus 
países de origen. A menudo, las mujeres inmigrantes aceptan trabajos en 
el extranjero como empleadas domésticas en lo que se ha denominado 
la “cadena mundial del cuidado”. Por lo tanto, los trabajadores migrantes 
cubren la necesidad insatisfecha de servicios de cuidados en lugares 
con mayor riqueza. Al mismo tiempo, los miembros de la familia que 
permanecen en casa deben idear nuevas estrategias para reorganizar 
las tareas y responsabilidades de cuidado en su ausencia. En general, 
esto intensifica el déficit en materia de cuidados en los países de origen. 
Por lo tanto, la desigualdad de ingresos ha generado una solución 
para el aumento de la necesidad de cuidados generando una oferta 
de cuidadoras para aquellos que disponen de medios privados para 
contratarlas en detrimento de los países y las familias menos pudientes.  

La creciente desigualdad también crea brechas en diversos aspectos 
relacionados con la supervivencia y el sustento de los seres humanos. 
El informe 2023 de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Agricultura y la Alimentación (FAO) estimaba que alrededor del 29,6 % 
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de la población mundial -2400 millones de personas- sufría inseguridad 
alimentaria moderada o grave en 2022. La inseguridad alimentaria 
afecta de forma desproporcionada a las mujeres en todas las regiones 
del mundo (FAO, 2023). Hasta la fecha, más del 10 % de las personas 
(cerca de 800 millones) no tienen acceso a agua potable, mientras que 
más del 70 % (cerca de 5500 millones) carecen de acceso a servicios de 
agua potable segura, según datos del Instituto de la Universidad de las 
Naciones Unidas para el Agua, el Medio Ambiente y la Salud (MacAlister 
et al., 2023). Más del 22 % (1710 millones) ni siquiera tienen acceso a 
servicios sanitarios básicos. Además, unos 675 millones de personas 
seguían sin electricidad en 2021 y 2300 millones carecían de acceso a 
combustible limpio para cocinar en 2021, según indica el Informe 2023 
de la Agencia Internacional de la Energía. Actualmente, más del 40 % de 
la población mundial depende de los combustibles de biomasa para sus 
necesidades de calefacción y cocina. Se ha comprobado que no solo son 
muy ineficaces, sino que también provocan la contaminación del aire en 
interiores, resultando en cerca de 4 millones de muertes prematuras al 
año (Jodoin et al., 2021). 

Las desigualdades estructurales subyacentes en la sociedad, incluso 
entre hombres y mujeres, determinan la forma en que se distribuyen 
los impactos y estresores relacionados con el clima y sus efectos en las 
personas, así como las capacidades y opciones que hombres y mujeres 
tienen a su disposición para responder a ellos (Njuki et al., 2022; Bryan, 
Ringler y Meinzen-Dick, 2023). Los miembros de un mismo hogar no se 
enfrentan necesariamente al mismo conjunto de riesgos ni tienen las 
mismas capacidades, vulnerabilidades y poder de decisión (Kabeer 1999; 
Doss et al., 2018; Bryan, Ringler y Meinzen-Dick, 2023). Las disparidades 
de género en el acceso y control de activos productivos como la tierra 
y el ganado reducen la capacidad de las mujeres para emprender 
estrategias de mitigación y adaptación que impliquen gastos. En algunos 
casos, los activos de las mujeres pueden reducirse en respuesta a las 
crisis si el propietario tiene un poder de negociación más débil dentro 
del hogar o si el activo es más fácil de vender (Quisumbing et al., 2017). 
Del mismo modo, los hombres y las mujeres de las comunidades rurales 
se enfrentan a retos diferentes y tienen capacidades de resiliencia y 
opciones de respuesta distintas a las de las zonas urbanas, ya que están 
situados en entornos diferentes. Estas diferencias pueden traducirse 
en resultados de bienestar diferenciados, por ejemplo, en seguridad 
alimentaria, salud y nutrición, a medida que mujeres y hombres afrontan 
los efectos del cambio climático, agravando así las brechas de género 
existentes en el ejercicio y cumplimiento de los derechos económicos y 
sociales.
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El cambio climático está provocando cambios constantes, graduales 
y duraderos en la temperatura y las precipitaciones, así como 
fenómenos meteorológicos extremos más intensos y frecuentes, 
como huracanes, supertifones, domos de calor y graves inundaciones 
(IPCC, 2023), todo lo cual tiene efectos agravantes sobre las familias 
y las comunidades para satisfacer sus necesidades de cuidados. En 
primer lugar, aumenta la necesidad de cuidados por enfermedades 
repentinas y discapacidades inesperadas provocadas por catástrofes 
relacionadas con el clima. En segundo lugar, puede acarrear nuevos 
retos que mermen la disponibilidad de los cuidadores familiares 
para ocuparse de los demás, así como el acceso a los servicios de 
cuidado debido a los daños en las infraestructuras físicas y sociales 
de atención. En tercer lugar, reduce el acceso a insumos importantes 
para el cuidado como agua, alimentos y refugio seguro. Además, 
puede provocar la ruptura o recomposición de las unidades 
tradicionales de prestación de cuidados (por ejemplo, hogares y 
comunidades), al tiempo que crea nuevas situaciones en las que 
satisfacer las necesidades de cuidados resulta especialmente difícil, 
como el aumento de asentamientos de personas desplazadas. La 
mayor incapacidad de las sociedades para satisfacer las necesidades 
de cuidados debido a la interacción del cambio climático y diversos 
factores, como la negligencia de los gobiernos y las malas políticas, 
tiene efectos inmediatos y duraderos sobre el bienestar en términos 
de merma de las capacidades y pérdida de vidas. 

Los efectos anteriores del cambio climático se dejan sentir de 
forma desigual en todo el mundo. Los peores efectos de estos 
cambios climáticos adversos los están sufriendo quienes menos han 
contribuido al cambio climático: los hogares pobres y los segmentos 
desfavorecidos de la población que viven en regiones vulnerables del 
mundo (Kreft et al., 2014; Romanello et al., 2023). Una sequía grave 
y prolongada afecta a partes de Australia, América Latina y Estados 
Unidos, así como al Sahel y África Oriental, mientras que muchas 
zonas de África Occidental y Asia sufren inundaciones sin precedentes, 

Impactos del cambio 
climático en los sistemas 
de cuidados y su prestación 



18

Una transición hacia la sostenibilidad guiada por el cuidado

en las que han perecido decenas de miles de personas y se ha visto 
gravemente afectada la producción de cultivos alimentarios y fuente 
de sustento para muchas personas. La subida del nivel del mar y los 
tifones ya han desplazado a varios millones de personas en el sur 
de Asia, siendo India, Pakistán, Bangladesh, Sri Lanka e Indonesia los 
países que están sufriendo los peores efectos (Romanello et al., 2023).  

Ground Picture/Shutterstock.com
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El informe 2023 de Lancet Countdown revela la grave situación en 
materia de salud a la que se enfrenta el mundo debido al cambio 
climático: “los adultos mayores de 65 años y los lactantes menores de 
1 año, para quienes el calor extremo puede ser especialmente mortal, 
ahora se exponen al doble de días de olas de calor de los que habrían 
experimentado en 1986-2005” (Romanello et al., 2023). Estas condiciones 
también ponen a más poblaciones en riesgo de contraer enfermedades 
infecciosas letales, como el dengue, la malaria, la vibriosis y el virus del 
Nilo Occidental (Carleton y Hsiang, 2016). 

El cambio climático interactúa con la salud humana en modos complejos. 
Su impacto es muy desigual entre las poblaciones, dependiendo no 
solo de la región geográfica, sino también de los ingresos, la educación, 
las normas sociales, la migración, el nivel de desarrollo económico y la 
capacidad institucional, así como de la accesibilidad de los sistemas de 
salud. África experimentó el mayor aumento de la tasa de mortalidad 
relacionada con el calor desde el período 2000-2005, debido a la mayor 
frecuencia de temperaturas peligrosas para la salud y al aumento de la 
población mayor de 65 años (Romanello et al., 2023). África fue también 
la región más afectada por las sequías, con el 64 % de su tierra afectada 
por, por lo menos, un mes de sequía extrema por año en promedio en 
2013-2022, seguido por Oceanía (55 % de su tierra) y América del Sur y 
Central (53 %) (Romanello et al., 2023).  

La evidencia científica también apunta a un aumento de las 
desigualdades en materia de salud causadas por el cambio climático. Ha 
agravado desproporcionadamente la salud de los grupos marginados y 
desfavorecidos y de aquellos con condiciones de salud preexistentes. La 
vulnerabilidad al estrés por calor está relacionada con las características 
fisiológicas específicas de cada persona, tanto de mujeres como de 
hombres, así como con factores socioeconómicos específicos de la 
ubicación. Por ejemplo, la vejez y la juventud son los factores de riesgo más 
importantes para la mortalidad por causas vinculadas al calor (Maccini 
y Yang 2009; OMS, 2021). Las mujeres con un estatus socioeconómico 
bajo y menores niveles educativos son relativamente más vulnerables 
al estrés por calor que las mujeres con un estatus socioeconómico más 

Impacto en la demanda 
de cuidados 
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elevado, como las mujeres ricas o aquellas que pertenecen a la clase 
alta y cuentan con mayores niveles educativos (Merzel 2000; Stanke et 
al., 2013; Pega et al., 2023; Benevolenza y DeRigne 2018; Simmonds et 
al., 2021; Deivanayagam et al., 2023). Lo anterior se debe, en parte, a su 
exposición a la contaminación ante la ausencia de combustibles limpios 
para cocinar y al calor extremo, mientras caminan largas distancias para 
conseguir agua y combustible o por la fabricación de ladrillos, ventas 
callejeras, y otras formas de empleo informal al aire libre. 

Las mujeres y los hombres de edad avanzada, así como los de nivel 
socioeconómico más bajo, también son más vulnerables a los efectos en 
su salud de las sequías, inundaciones, tifones y huracanes que el resto de 
la población.(Stanke et al., 2013; Novales 2014; Benevolenza y DeRigne, 
2018). Por ejemplo, las aguas residuales en áreas urbanas empobrecidas 
han incrementado la incidencia de enfermedades provenientes de las 
aguas (Naciones Unidas 2018; OMS, 2023). El aumento de la incidencia 
de diarrea también está relacionado con los elevados niveles de salinidad 
de las aguas subterráneas en las regiones costeras, lo que puede 
incrementar la mortalidad y morbilidad maternas (Neelormi et al., 2009; 
OMS, 2021). Sobre todo, la falta de acceso a los servicios de salud y a 
los medios para pagar los medicamentos les dificulta a las mujeres y a 
los hombres de hogares pobres y de bajos ingresos recuperarse de las 
enfermedades. (Merzel 2000; Floro y Poyatzis 2019; Deivanayagam et 
al., 2023). 

Los problemas de salud mental también están siendo atribuidos 
al cambio climático (Romanello et al., 2023; Salick y Byg, 2007). Los 
estudios muestran que la degradación o el desplazamiento forzado de 
entornos familiares o culturalmente valorados puede provocar impactos 
emocionales directos, que van desde ansiedad y aprensión extremas 
hasta depresión.  

Las mujeres que proporcionan la mayor parte del cuidado directo a sus 
familias se enfrentan permanentemente a estos efectos asociados al 
cambio climático que afectan la salud de la población. Las demandas de 
cuidado como consecuencia de las enfermedades y los problemas de 
salud que enfrentan los integrantes de la familia son una presión aún 
mayor sobre el tiempo de las mujeres. El reparto desigual de las tareas 
de cuidado y los intentos de las mujeres de satisfacer las demandas de 
tiempo vinculadas a estas tareas como al trabajo remunerado imponen 
costos significativos a su bienestar, especialmente en hogares pobres 
y de bajos ingresos sin acceso a servicios de cuidados. La salud de las 
mujeres es también más vulnerable a infecciones y virus comparada 
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con los hombres, porque en muchas sociedades la responsabilidad de 
cuidar de las personas enfermas recae principalmente sobre las mujeres 
y las niñas (Deivanayagam et al., 2023; Budlender y Moussie, 2013). 
Además, las precipitaciones adversas en el año de nacimiento reducen 
la salud y el nivel educativo de las mujeres adultas, y las sequías que 
experimentan los niños pequeños reducen el crecimiento y la educación 
infantil. (Carleton y Hsiang, 2016). Estos impactos vinculados a las lluvias 
posiblemente se produzcan a través de pérdidas en los ingresos agrícolas, 
normas sociales vinculadas a la asignación de alimentos dentro del hogar 
y una menor nutrición. Este incremento en el tiempo destinado a las 
tareas de cuidado posiblemente disminuya la capacidad laboral de las 
mujeres y el tipo de trabajos que pueden realizar, como lo demuestran 
los efectos diferenciados por género en el empleo del tifón Haiyan en 
Filipinas, el ciclón tropical más poderoso de la historia (Novales 2014; 
Floro y Poyatzis, 2019). Esto también afecta el derecho de las mujeres a 
la salud. Existen límites respecto a cuánto cuidado puede proporcionar 
una persona sin que afecte negativamente su salud. También reduce 
significativamente su tiempo para descansar y para el autocuidado.  

PRASANNAPIX/Shutterstock.com
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El cambio climático está dañando simultáneamente otras partes del 
sistema de cuidados con el que cuentan las personas para una buena 
salud y apoyo externo para el cuidado. Los fenómenos meteorológicos 
extremos, como inundaciones graves y huracanes, ciclones o tifones 
y otras condiciones climáticas que pueden provocar un aumento de 
las enfermedades infecciosas han provocado grandes daños a los 
centros de atención (por ejemplo, hospitales, clínicas, guarderías, 
enfermerías, hogares y escuelas) lo que detiene e interrumpe sus 
operaciones (Floro y Poyatzis, 2019). 

La escasez de recursos provocada por el cambio climático puede 
debilitar la cohesión social y las redes de seguridad locales, como 
los mecanismos informales de apoyo al cuidado que operan en las 
comunidades.(Mpanje et al., 2018; Khalil et al., 2021). Esto puede 
ocurrir de dos maneras. Primero, la reciprocidad social puede 
disminuir y la tensión en las redes sociales tiende a ocurrir después 
de sequías e inundaciones que conducen al empobrecimiento de los 
hogares. Se informa que las mujeres se ven más afectadas que los 
hombres, ya que son responsables de mantener las redes a través 
del intercambio de obsequios y trabajo y son más dependientes a los 
acuerdos de ayuda mutua (Theis, Bryan y Ringler, 2019). En segundo 
lugar, la devastación de los medios de vida, las fábricas, las viviendas y 
las comunidades en general provocada por las condiciones climáticas 
puede conducir a la migración como mecanismo de supervivencia, 
lo que puede afectar el apoyo del parentesco o del vecindario del 
que dependen las mujeres. La degradación de la tierra debido a las 
sequías y la desertificación, por ejemplo, han provocado también 
migraciones en masa (UNEP 2016; Myers et al., 2024). 

 

Impacto en las 
infraestructuras de 
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A estos impactos directos sobre los sistemas de cuidados y el bienestar 
de las mujeres cuidadoras se suman los efectos amenazantes de la 
degradación ambiental y los fenómenos climáticos sobre los insumos 
necesarios para la supervivencia humana. El nexo clima-tierra-agua-
alimentos-energía demuestra la enormidad de la interdependencia de 
los sistemas humanos y el ecosistema, de modo que las amenazas al 
ecosistema, incluso en partes remotas del planeta, erosionan la capacidad 
de cuidar y, por ende, la capacidad de las sociedades para sobrevivir. Las 
condiciones climáticas adversas están provocando una mayor erosión 
del suelo, pérdida de biodiversidad, períodos de sequía y escasez de 
agua, plagas, deforestaciones, incendios forestales y destrucción de 
cultivos, entre otras cosas, lo que dificulta el cultivo de alimentos. (Arora-
Jonsson 2011; Nico y Azzari 2022; Béné y Devereux 2023; FAO 2017; 
FAO, 2023). El cambio climático no solo afecta la producción de comida, 
sino que también tiene efectos dominó en todas las cadenas de valor 
y sistemas de distribución de alimentos y en su calidad y acceso. Las 
temperaturas más altas y la exposición prolongada a altos niveles de 
concentración de CO2 podrían provocar pérdidas de nutrientes de 
cultivos alimentarios clave y aumentar la incidencia de patógenos y 
micotoxinas transmitidos por los alimentos (Moretti et al., 2010; Myers 
et al., 2014). El almacenamiento, el marketing y los sistemas de venta por 
menor también se ven afectados cuando el clima se vuelve más cálido. El 
transporte de alimentos debe enfrentarse, cada vez más frecuentemente, 
a caminos inundados y daños en la infraestructura (Nicholls y Cazenave, 
2010). Crecientes amenazas a la seguridad alimentaria provocadas por 
las condiciones climáticas crean un ciclo vicioso de hambre, pobreza y 
enfermedades. Debido a que las mujeres tienen menos acceso a los 
recursos, incluyendo la tierra, el crédito y la capacitación en estrategias 
de adaptación y mitigación, comparado con los hombres, la reducción 
del tiempo y la movilidad debido a las tareas de cuidado y la falta de 
voz en las decisiones agrícolas claves, las mujeres y niñas de menos 
recursos y los hogares vulnerables tienen más probabilidades de 

Impacto en los insumos 
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sufrir inseguridad alimentaria y desnutrición en comparación con 
los hombres y los niños(Tirado et al., 2015; Botreau y Cohen, 2020).  
La variabilidad climática y los shocks climáticos extremos tienen efectos 
diferenciales en la participación de mujeres y hombres en la agricultura 
(FAO 2017; Jordan 2018; Bryan, Ringler y Meinzen-Dick 2023; Tantoh et al., 
2021). En el este y centro de África, así como en el oeste y en el sur africano, 
donde la variabilidad climática es alta y la dependencia de la agricultura 
a las lluvias es significativa, las mujeres tienen más probabilidades que 
los hombres de dedicarse a la agricultura en zonas propensas a la sequía 
o afectadas por olas de calor (Doss et al., 2018; Nico y Azzarri, 2022). Las 
mujeres también tienen más probabilidades de trabajar más horas en 
tales condiciones en comparación con los hombres, a pesar de que la 
baja productividad de estas tierras tiende a reducir el esfuerzo de un 
individuo en la agricultura y reducir el número de horas de trabajo (Nico 
y Azzari, 2022). Adicionalmente, el incremento del trabajo de las mujeres 
en la agricultura compensa la ausencia masculina, ya que estos últimos 
tienden a trasladarse a otras áreas en búsqueda de empleo fuera de la 
agricultura.  

El cambio climático, combinado con las decisiones en la gestión del agua 
y la falta de infraestructura, como embalses, planes de tratamiento 
y sistemas de distribución de agua, hacen que la situación del agua 
sea aún más crítica. Las áreas más secas ahora son más propensas 
a las sequías y las áreas más húmedas a las inundaciones (FAO 2023; 
Romanello et al., 2023). A nivel mundial, la escasez de agua ya afecta a 
entre 1000 y 2000 millones de personas, la mayoría de las cuales vive en 
tierras secas, donde la brecha entre la demanda y la oferta de agua es 
mayor (MacAlister et al., 2023). Uno de sus peores efectos es la rápida 
disminución de la disponibilidad de agua para uso doméstico. En 2017, 
una de cada diez personas en el mundo carecían de servicios básicos 
como agua potable, obligando a, al menos, 144 millones de personas 
a beber agua superficial sin tratamientos (UNICEF y OMS, 2019). Los 
cambios climáticos proyectados indican que, en cuestión de unas pocas 
décadas, muchos millones más de personas vivirán en condiciones de 
estrés hídrico elevado (MacAlister et al., 2023). 

El impacto climático en la seguridad hídrica está fuertemente diferenciado 
por género en muchos países, donde la responsabilidad doméstica, 
incluida la de ir a buscar y gestionar el suministro de agua doméstico, 
recae principalmente en mujeres y niñas (Tandon  et al., 2022). La creciente 
escasez de agua, por ejemplo, ha aumentado el tiempo que dedican las 
mujeres y las niñas, que tradicionalmente son responsables de recoger 
agua y leña, recorriendo distancias más largas, llo que aumenta así su 
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carga de trabajo en las tareas de cuidados (Sugden et al., 2014; Tantoh 
et al., 2021). En algunos casos, las mujeres viajan por terrenos peligrosos 
para buscar agua o la van a buscar en horas intempestivas del día, lo 
que aumenta el riesgo de que las mujeres sufran violencia doméstica, 
sexual y física (Carney et al., 2020; Gambe 2019; Shrestha et al., 2019; 
Sugden et al., 2014). La falta de acceso a agua adecuada, saneamiento 
e higiene (WaSH, del inglés) también tiene implicaciones de género 
específicas (UNICEF y OMS 2019; Geere y Hunter 2020; Torondel et. 
al., 2022). El comportamiento adaptativo en respuesta a la pérdida 
de letrinas debido a las inundaciones coloca a las mujeres y las niñas 
en mayor riesgo de sufrir violencia de género, además de llevarlas a 
adoptar comportamientos insalubres que aumentan la probabilidad de 
contaminación de las fuentes de agua (Naciones Unidas, 2018).  

El impacto del cambio climático en la seguridad alimentaria va más 
allá del acceso al agua potable. Estos están entrelazados con otras 
dimensiones del desarrollo sostenible y el cumplimiento de los 
derechos humanos, incluidos los derechos a la salud y a un nivel de vida 
adecuado. Por ejemplo, las sequías más intensas y las inundaciones 
frecuentes aumentan la probabilidad de contaminación del agua 
potable y aumentan la prevalencia de enfermedades respiratorias y 
diarrea (Signorelli et al., 2016; Stringer et al., 2021). El cambio climático 
también afecta la estructura y el funcionamiento del ecosistema que 
sustenta la agricultura, la ingeniería forestal y otras formas de vida. A 
medida que el acceso a los alimentos, el agua y los recursos se vuelve 
más limitado, ha aumentado el número de personas desplazadas por 
la feroz competencia por los recursos escasos, así como el potencial de 
que se produzcan más conflictos y guerras civiles. 

El acceso a la energía es fundamental para el funcionamiento de los 
sistemas de cuidados y la prestación de cuidados, y para el cumplimiento 
de los derechos económicos, sociales y culturales. Sin embargo, el 
actual sistema energético mundial, que también es la mayor fuente de 
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) y, por tanto, el principal 
impulsor del cambio climático, ha hecho poco para mejorar las vidas 
de las poblaciones marginadas. Aproximadamente 790 millones de 
personas siguen sin acceso a la electricidad y alrededor de 2600 millones 
todavía dependen de combustibles contaminantes como el carbón y la 
biomasa para cocinar (Bouckaert et al., 2021). El uso de combustibles 
energéticos “sucios” en el trabajo doméstico aumenta la exposición de 
los miembros del hogar a contaminantes del aire que pueden provocar 
enfermedades respiratorias. Al ser las mujeres y las niñas las que, a 
menudo, llevan a cabo estas tareas domésticas, las enfermedades 
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recaen desproporcionalmente sobre ellas (Parikh 2011; Kumar y 
Mehta, 2016). También suelen tener la tarea de buscar biomasa, lo que 
las expone a violencia y lesiones y, debido al tiempo asignado a estas 
actividades, limita su capacidad para continuar con su educación y 
participar en actividades de crecimiento personal (OMS 2016; Romanello 
et al., 2023). La falta de acceso a la energía limpia, por lo tanto, acentúa 
las desigualdades e injusticias de género en materia de salud.  

El acceso diferencial a la energía es a la vez un factor y una consecuencia de 
la creciente desigualdad entre los países y dentro de ellos. Las emisiones 
de GEI relacionadas con la energía son el mayor contribuyente al cambio 
climático. Aun así, estas emisiones varían según las regiones, y los países 
que menos contribuyen tienden a sufrir la peor parte de los efectos 
climáticos. A nivel mundial, el acceso a la energía limpia sigue siendo muy 
desigual: el 40 por ciento más pobre de la población mundial dispone de 
alrededor del 10 por ciento del uso final de energía y el tercio más rico de 
dos tercios (Bouckaert et al., 2021). También persisten las desigualdades 
en la distribución de formas limpias de energía, con una dependencia 
mucho mayor de los combustibles de biomasa sólida en los países 
menos desarrollados. Por ejemplo, la falta de acceso a la electricidad 
ha contribuido significativamente a la continua marginación de las 
personas en zonas rurales y comunidades pobres. Están atrapadas en 
un ciclo de privaciones: la falta de acceso a energía limpia afecta la salud, 
la productividad, la carga de trabajo de cuidados, las oportunidades de 
generación de ingresos y la capacidad general de tener un nivel de vida 
adecuado.  

La relación entre el clima y la energía es única, ya que los combustibles 
fósiles son los que más contribuyen al cambio climático y los sistemas 
energéticos corren el riesgo directo de verse afectados por fenómenos 
meteorológicos extremos relacionados con el clima. Por ejemplo, el 
calentamiento global y las olas de calor provocan aumentos repentinos 
de la demanda y al mismo tiempo ponen a prueba la oferta y la 
transmisión. Sin ninguna reducción significativa en la extracción y el uso 
de combustibles fósiles, las proyecciones de cambio climático indican 
que la demanda neta de energía crecerá con nuevos aumentos en 
los días de alta temperatura, lo que aumenta el uso de aparatos de 
refrigeración, a pesar de que habrá menos días fríos que requieran 
energía para calefacción.  

La generación de energía renovable, como la energía eólica y los paneles 
solares, está aumentando en todas las regiones del mundo, pero no ha 
reemplazado sustancialmente a los combustibles fósiles. Además, su 
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acceso y uso están distribuidos de manera desigual entre las regiones 
del mundo. Solamente el 1 % de la inversión en energía renovable 
durante el 2022 fue en África (IRENA, 2023). A pesar de contar con 
abundantes recursos de energía renovable, las energías renovables 
limpias representaron solo el 1 % y el 0,4 % del suministro de energía 
en África y los pequeños Estados insulares en 2020, respectivamente, 
en comparación con el 2,4 % en América del Norte, el 2,7 % en Asia y 
América del Sur y Central, el 3,0 % en Europa y el 6,0 % en Oceanía. Esta 
situación perpetúa la dependencia de combustibles contaminantes, 
particularmente en países con escaso acceso a la energía (Romanello  et 
al., 2023). Dicho esto, existen advertencias sobre los efectos potenciales de 
la producción de energía renovable, ya que pueden tener consecuencias 
tanto positivas como adversas en las comunidades locales e indígenas y 
pueden respetar o socavar los derechos de las mujeres (Carley y Konisky 
2020; Mang-Benza, 2021) .  

RuslanKphoto/Shutterstock.com
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La discusión anterior demuestra cómo la evolución de la crisis de 
cuidados y la crisis climática están profundamente entrelazadas. 
Hay razones para creer que las soluciones para abordar eficazmente 
las necesidades de cuidados insatisfechas también pueden ayudar 
a mitigar los efectos del cambio climático. De manera similar, las 
acciones para alcanzar los objetivos de carbón cero, mitigar la pérdida 
de biodiversidad y promover la regeneración de nuestro ecosistema 
pueden reducir significativamente la carga del trabajo en tareas de 
cuidados que recae en gran medida sobre las familias y las mujeres. 
Cualquier esfuerzo para abordar estos graves problemas debe 
tener un alcance integral y basarse en principios de igualdad y no 
discriminación, universalidad y responsabilidad compartida (Lozano 
2022; Just Transition Collaborative 2018; Jodoin et al., 2021). Debe 
defender el derecho al más alto nivel posible de salud; el derecho 
a un nivel de vida adecuado, incluidos alimentos y vestimenta; el 
derecho a la vivienda; y el derecho a la seguridad social, que abarca la 
protección contra la enfermedad, la invalidez, la vejez y el desempleo 
(Naciones Unidas 1948, Artículo 25; Naciones Unidas (Asamblea 
General) 1966a, Artículos 12 y 11; Naciones Unidas (Asamblea 
General) 1966b, Artículo 9).  

Las personas necesitan cuidados a lo largo de su vida para sobrevivir y 
prosperar. Sin embargo, el cuidado es considerado una responsabilidad 
“natural” de las mujeres, por lo que son quienes proporcionan la 
mayoría de las tareas de cuidado no remuneradas en los hogares y 
en las comunidades y son la mayoría de los trabajadores de cuidados 
remunerados. Las dificultades, la intensidad y la distribución por 
género del trabajo de cuidados no remunerado crean desigualdad de 
género y obstruyen el disfrute de varios derechos humanos (incluidos 
los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos) en 
igualdad de condiciones con los hombres, incluidos los derechos al 
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trabajo, la salud y participación. Esto resulta evidente si se considera 
que proporcionar tareas de cuidado no remuneradas requiere de 
largas horas de trabajo, estrés crónico y pérdida de oportunidades 
en materia de educación, empleo e ingresos, y de participación civil y 
política. Por lo tanto, incluir a los cuidados en la agenda de transición 
justa y con perspectiva de género es vital para garantizar la igualdad 
de género y el disfrute de los derechos de las mujeres. 

Sin embargo, el defectuoso enfoque adoptado por muchos gobiernos 
respecto de la pesada carga de las tareas de cuidado que enfrentan 
las mujeres permite la expansión del mercado de cuidados privados. 
Los hogares pueden aliviar parte de su trabajo en tareas de cuidados 
subcontratando, por ejemplo, empleando a una trabajadora 
doméstica, una niñera o un asistente a domicilio; comprando 
comidas precocinadas; y pagando servicios de cuidados institucional, 
como cuidado infantil y residencias de personas mayores. Un gran 
problema de depender del crecimiento de la mercantilización de 
servicios de cuidado es que exacerba las desigualdades. Dado 
los grandes costos, hogares con pocos recursos son excluidos 
del mercado de cuidados. En Estados Unidos, el cuidado infantil 
consume un porcentaje significativo de los ingresos medios de las 
familias, incluyendo todo tipo de cuidados, grupos etarios y tamaño 
de población de los municipios, lo que implica la exclusión incluso de 
las familias de ingresos medios del acceso a estos servicios (Landivar 
et al., 2023). Globalmente, el costo anual estimado de los cuidados 
infantiles a tiempo completo es de 12.771 dólares. Por lo tanto, no 
es sorprendente que más del 40 % de todos los niños debajo de la 
edad escolar (cerca de 350 millones) alrededor del mundo necesiten 
cuidados infantiles, pero no tengan acceso (Devercelli y Beaton-Day, 
2020). Problemas similares afrontan la provisión de cuidados a largo 
plazo cuando la población mundial está envejeciendo rápidamente 
(Gruber et al., 2023). En Estados Unidos, los hogares de personas 
mayores cuestan más de 100.000 dólares al año, lo cual es mayor 
que los ingresos de más del 90 por ciento de las personas mayores 
(Gruber et al., 2023). Solo la menor parte de las personas mayores 
que necesitan cuidados dependen de los cuidados domésticos 
remunerados o institucionales, mientras que la mayoría los recibe de 
la familia y otras cuidadoras femeninas que no reciben pago. 

Dado el mecanismo de mercado de oferta y demanda e incentivos 
de maximización de ganancias entre los proveedores de servicios 
con fines de lucro, no es sorpresa que el cuidado infantil, cuidados a 
largo plazo e incluso los sistemas de salud sean irregulares y muchas 
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veces fragmentados en varios países. Existe evidencia considerable 
que indica que la calidad de cuidados ofrecida por proveedores de 
servicios de cuidado privado puede ser baja, especialmente cuando 
hay patrones regulatorios y mecanismos de supervisión débiles o 
inexistentes (Gupta et al., 2021; Landivar et al., 2023; Barber et al., 
2021). Cerca de 1 de cada 6 personas de 60 años de edad o mayores 
mundialmente han experimentado alguna forma de maltrato 
en entornos comunitarios (Yon et al., 2017; Yon et al., 2018; OMS, 
2022). Dos tercios del personal de cuidado a largo plazo alrededor 
del mundo han cometido abusos con personas mayores según las 
informaciones (Yon et al., 2017).  

El mercado para servicios de cuidados también puede evolucionar 
de forma que realce las desigualdades de cuidado entre países del 
norte y del sur, así como la diferenciación entre mujeres en diferentes 
posiciones socioeconómicas. Como se mencionó anteriormente, 
la crisis de cuidados en países de ingresos altos y medio-altos se ha 
enfrentado parcialmente con labores migratorios al contratar mujeres 
del sur y sudeste Asiático, África del Norte, antiguas economías en 
transición, Latinoamérica y el Caribe. Países europeos en particular 
han enfrentado las deficiencias en la disposición de servicios de 
cuidados públicos con el trabajo extranjero femenino (Beneria, 2023). 
Para países con delegación de trabajadores migrantes, exportar 
trabajo de mujeres genera un “agotamiento de recursos asistenciales” 
y afecta su habilidad para disponer cuidados para la familia que 
quedó atrás (Parreñas 2015; Gammage y Stevanovic 2018; Floro y 
King, 2023). Hogares de mujeres migrantes deben negociar quién será 
el responsable de las labores domesticas y los niños y otros miembros 
de la familia que son dejados atrás. Familias de clase media y alta en el 
sur también dependen de labor domestica femenina barata otorgada 
por mujeres y niñas pobres, inmigrantes, indígenas o mujeres de color.  

Sin embargo, el evidente suministro abundante de trabajadores 
domésticos, trabajadores de cuidado infantil y auxiliares de casas 
de reposo está cambiando rápidamente. Hogares y proveedores de 
servicios de cuidados formales en economías emergentes y de altos 
ingresos están luchando por encontrar trabajadores de cuidados 
dado el aumento en la demanda de atención y alta rotación. Salarios 
bajos, inseguridad en el trabajo y largas horas de trabajo con pocos 
o sin beneficios son las características de las condiciones de trabajo 
enfrentadas por varios trabajadores de cuidados en varios entornos 
(Bonnet et al., 2022). Los trabajadores de cuidados están entre los 
sectores vulnerables y feminizados de la fuerza de trabajo. 
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Los significantes beneficios sociales de los trabajos de cuidados y el 
hecho de producir bienes públicos y sustentar la vida humana trae 
atención a la cuestión de cómo la responsabilidad por el cuidado 
de grupos particulares de dependientes debe ser distribuido entre 
familias, comunidades, el estado y el mercado referido como 
“diamante del cuidado” (Razavi, 2007). Sin apoyo público comprensivo 
y adecuado, las necesidades de cuidado no cubiertas solamente 
crecerán y se ampliarán las desigualdades de género, económicas 
y sociales. Los costos económicos y de bienestar de los cuidados 
deberían ir más allá de los medios de los hogares y las capacidades 
de las mujeres para apoyarlos, lo que lleva a preocupaciones mayores 
de derechos humanos. La falta de reconocimiento y apoyo que 
reciben por este trabajo es uno de los principales obstáculos para 
la igualdad de género, el disfrute de los derechos de la mujer y el 
empoderamiento económico. 

Efectos climáticos preocupantes en los factores relacionados con 
los cuidados, los esfuerzos de los países para tratar la creciente 
inseguridad alimentaria, escasez de agua y la demanda de energía 
de manera sostenible envuelve un amplio rango de estrategias 
e intervenciones de adaptación y mitigación. En algunos casos, 
contribuyen a una adaptación a largo plazo y ayudan a reducir 
desigualdades de genero. Una medida es la política de energía y 
género emitida por la comunidad económica de estados de África 
Occidental (ECOWAS), la Política sobre la Integración de la Perspectiva 
de Género en el Acceso a la Energía para África Occidental (McKernan, 
2020). Otras estrategias e intervenciones, sin embargo, han sido 
implementadas sin evaluar los impactos a largo plazo y sin tomar en 
cuenta las desigualdades y relaciones de poder implícitas. Por ejemplo, 
en Mumbai, instalar tecnologías de recolección de aguas de lluvias ha 
incrementado la resiliencia de las comunidades de clase media frente 
a cortes en el suministro de agua. Sin embargo, esto ha provocado 
la normalización del racionamiento del agua por parte del Estado, lo 
que pone en desventaja a aquellos en asentamientos informales que 
dependen de los recursos hídricos proporcionados por el Estado, así 
como también aquellos responsables por recolectar agua (Button, 
2017). Estudios en India, Nepal, México, Bangladesh, Zimbabue, 
Tanzania y China han encontrado que la implementación de iniciativas 
pueden tener consecuencias inadecuadas desde moderadas a 
graves en mujeres (Tandon et al., 2022). A pesar de la prevalencia de 
estrategias de género en varias iniciativas de financiamiento como 
el Fondo Verde del Clima, Fondo de Adaptación y los mecanismos 
del Fondo Mundial para el Medio Ambiente, la sensibilidad de género 
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a menudo toma la forma de datos desagregados por género, pero 
los diseños de intervención no necesariamente contemplan como la 
interseccionalidad de género y estatus socioeconómico dan forma al 
ejercicio del poder (Persson y Remling 2014; Naciones Unidas 2023b).  

A pesar de las intenciones de atender las necesidades de los 
desfavorecidos y aquellos vulnerables a crisis y tensiones climáticas, 
intereses poderosos pueden modificar las intervenciones de 
adaptación para sus propios objetivos. Por ejemplo, en Zambia, la 
agricultura de conservación es promovida como una estrategia social 
y ambientalmente sostenible para el desarrollo de la agricultura. 
Un estudio demuestra, sin embargo, que las preocupaciones de 
participación y ambientales son marginadas en la práctica. Una nueva 
revolución verde o, en otra palabras, un incremento en producción 
a través de la tecnología, se promueve en vez de enfocarse en un 
desarrollo agrícola liderado por el sector privado (Westengen et al., 
2017). En Vietnam, las prácticas agrícolas, como las de depósitos 
sedimentarios y construcción de anillos de diques altos, pueden 
beneficiar desproporcionadamente a aquellos con tierras mientras 
que perjudican a aquellos sin tierras. En Santo Tomé y Príncipe 
las medidas de adaptación, como la introducción de tecnología 
agrícola verde y la construcción de invernaderos para incrementar 
la productividad y diversificación de cultivos, se sabe que excluye 
mujeres en la toma de decisiones, exacerba relaciones laborales 
desiguales y fuerza a pequeños agricultores a volverse trabajadores 
casuales de propietarios de tierras más extensas (Mikulewicz, 2020). 

Las estrategias climáticas también pueden llevar a una “captura de 
élite” cuando todas las etapas en los procesos de toma de decisiones 
no incluyen a las comunidades afectadas, tal como a trabajadores 
y grupos marginalizados (Hallegatte et al., 2019; Mehta et al., 2019; 
Eriksen et al., 2021; Newell et al., 2021). Hay evidencia considerable 
sobre como grandes corporaciones, los miembros relativamente ricos 
e influyentes, monopolizan beneficios y manipulan los procesos y 
acuerdos de elaboración de políticas para sus propios intereses (Yates 
2012; Nightingale, 2017). Pueden ocurrir resultados inadecuados y 
desiguales como resultado. Por ejemplo, varios países han aprobado 
leyes que le otorgan el control sobre el derecho de acceso a recursos 
minerales a gobiernos nacionales y no a comunidades locales. Lo 
anterior le da al gobierno un poder considerable para negociar 
contratos con las compañías de extracción y controla los ingresos 
generados por la extracción de recursos. Países dependientes de 
estos recursos dependen típicamente de compañías extranjeras para 
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extraer recursos energéticos. Como resultado, gobiernos anfitriones 
deberían promover a inversores extranjeros, a negociar términos de 
participación con ellos y recibir rentas de recursos provenientes de la 
extracción (Mahdavi 2020; Sandbakken, 2006). Los vastos subsidios 
del gobierno a empresas de combustibles fósiles, los cuales ascienden 
a 7 billones de dólares (Black et al., 2023), están ayudando a empujar 
la crisis climática hacia proporciones catastróficas y provocando 
desproporcionadamente impactos negativos de eventos como olas 
de calor, inundaciones y escasez de agua entre los grupos vulnerables.  

Un mayor cuerpo de literatura documenta como la extracción de 
mineral de hierro, combustibles fósiles tal como el petróleo, hierro 
y minerales para la producción de energía renovable, así como el 
litio, cobalto, níquel y grafito, así como también la construcción de 
infraestructura para generación de energía, incluyendo reactores 
nucleares y distribución comercial de energía para uso doméstico 
impactan adversamente a comunidades locales e indígenas y 
perjudican los esfuerzos para proteger los derechos de la mujer 
(Sterner 2015; Del Bene et al., 2018 Mang-Benza 2021; Carley y 
Konisky 2020; Martínez-Alier, 2023). Estudios demuestran como 
proyectos de energía renovable a larga escala pueden repetir los 
abusos y violaciones de derechos cometidos por las industrias 
extractivas, como invadir tierras, no lograr obtener el consentimiento 
previo, libre e informado a comunidades locales y violar sus derechos 
a ser compensados adecuadamente o reasentados (Del Bene et al., 
2018; Roy y Schaffartzik 2021; Hallegatte et al., 2019; McKernan 2020; 
Lozano, 2021). Un creciente movimiento por la justicia ambiental ha 
emergido de estos conflictos ecológicos. Varían de famosos casos 
judiciales, como Chevron-Texaco en Ecuador y Shell en el Delta del 
Niger, hacia el desarrollo de movimientos de resistencia como Ríos 
Vivos en Colombia o Justiça Ambiental en Mozambique (Martínez-
Alier, 2023). 
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Llamados para una transición justa para avanzar de sociedades basadas 
en la extracción de combustibles fósiles hacia sociedades con una 
producción y patrones de consumo sostenibles han incrementado con 
la extensa evidencia de injusticias sociales, de género, económicas y 
ambientales agravadas por el cambio climático.  

Dado que el valor de servicios de cuidados del hogar impagos puede 
variar desde el 12 por ciento hasta más del 40 por ciento del PIB, 
dependiendo del país y el método de valoración, su exclusión de 
discursos de transición justa es difícil de justificar (Benería et al., 2015). 
Economistas ecológicos y feministas han llamado a evaluar políticas 
climáticas, económicas y sociales desde una perspectiva de género, ya 
que no se puede seguir asumiendo que son neutrales en materia de 
género (Nelson 2008; Nelson 2009; Nelson 2013; Reksten y Floro, 2020). 

Las siguientes son un conjunto de recomendaciones de políticas clave 
para avanzar con una transición justa de género hacia sociedades 
ecológicas: 

1. Afrontar las relaciones de poder desiguales en las políticas de 
mitigación y adaptación al cambio climático  

Políticas de mitigación y adaptación hacia objetivos carbono neutrales 
y sociedades sostenibles requieren cambiar la desigualdad de las 
relaciones de poder y repensar esquemas, paradigmas y procesos 
de toma de decisiones. Las influencias del patriarcado deberían ser 
consideradas por los Estados cuando identifiquen las relaciones 
causales y desarrollar soluciones para abordar el cambio climático. 
Además, dada la desigual capacidad a través de países y poblaciones 
dentro de países, las medidas de adaptación y mitigación deben poder 
responder a diversos contextos y asegurar igualdad de derechos 
para todos. Un esquema basado en los derechos ubica los análisis de 
poder en sus varias formas en el centro del proceso de transición. De 
este modo, cualquier política de adaptación y mitigación debe lidiar 

Avanzar con 
recomendaciones 
de políticas clave  
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con el conjunto de intersección de desigualdades que profundamente 
da forma a las respuestas a la crisis de cuidados y cambio climático. 

2. Garantizar servicios de cuidados de calidad para todos

Garantizar que todos, sin importar estatus económico, raza ni etnia, 
tengan acceso a cuidados de calidad requiere de corresponsabilidad 
del Estado y la sociedad, y de medidas de políticas comprensivas 
y efectivas (CEPAL 2010; CEPAL 2022; Esquivel, 2011). Los Estados 
tienen un rol prominente que desempeñar. Cuando los Estados no 
valoran, proveen, financian y regulan adecuadamente los cuidados, 
las mujeres inevitablemente llevan la mayor parte de su provisión 
hacia el detrimento de su goce de los derechos humanos. Los 
Estados deben invertir en los cuidados y adoptar todas las medidas 
de políticas necesarias, incluyendo protección social, labor, salud y 
políticas macroeconómicas. Las políticas públicas deben posicionar 
los cuidados como una responsabilidad social y colectiva en vez de 
un problema individual y premiar a los cuidadores no remunerados y 
sus seres queridos como titulares de derechos. Las políticas también 
deberían ser transformadoras. Lo anterior significa que estas políticas 
deberían promover trabajo decente para trabajadores de cuidados, 
apoyar familias cuidadoras y reducir cargas en el cuidado mientras se 
desafía la noción de que el trabajo de cuidados es intrínsecamente 
“femenino” y de menor importancia que el trabajo de mercado 
remunerados.  

Los Estados también deben adoptar regulaciones robustas de servicio 
sobre la prestación de cuidados privados y públicos para prevenir 
abusos, asegurar cuidados de calidad y proteger los derechos de los 
trabajadores. Al respecto, deberían considerar ratificar e implementar 
convenciones internacionales y estandartes de trabajo decentes en 
el sector de cuidados, como la convención de la OIT número 189 
sobre trabajadores domésticos. Los Estados también tienen el rol de 
coordinación fundamental para reducir la fragmentación de servicios 
y para asegurar los derechos de los trabajadores de cuidados.  

3. Movilizar recursos para financiar servicios de cuidados 
universales y una acción climática eficaz    

El aprovisionamiento público de cuidados debería basarse en una 
fuente sostenible y confiable que reduzca cualquier desigualdad en 
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la disponibilidad de servicios de cuidado. Por lo tanto, el desarrollo de 
políticas macroeconómicas de cuidado integrado y con perspectiva 
de género es vital para atender las desigualdades económicas al 
conseguir servicios de cuidado y al proveer el espacio fiscal adecuado 
para atender estas necesidades (Blecker y Braunstein 2022; Cicowiez 
et al., 2023). 

En varios países las prioridades fiscales impiden la transición hacia 
energías limpias y renovables. Esto ocurre, por ejemplo, cuando 
los Estados proveen subsidios para combustibles fósiles. En 2023, 
los subsidios para el petróleo, carbón y gas natural alcanzaron los 
7 billones de dólares, el equivalente al 7,1 % del producto interno 
bruto global, de acuerdo a un estudio del FMI (Black et al., 2023). Esta 
suma es mayor que los gastos en educación del gobierno (4,3 por 
ciento de los ingresos globales) y cerca de dos tercios de los gastos 
del gobierno en servicios de salud (10,9 %).  

La expansión de las actividades de extracción de petróleo y gas 
también ha sido apoyada por flujos financieros privados. Durante 
2017 a 2021, 40 bancos que otorgan préstamos al sector de 
combustibles fósiles invirtieron colectivamente 489.000 millones de 
dólares anualmente en combustibles fósiles (promedio anual), con 
un 52 % que aumentó sus préstamos entre el 2010 y el 2016 (Black et 
al., 2023).  

La eliminación de los subsidios de combustibles e implementación 
progresiva de políticas de impuestos ambientales, tales como los 
impuestos al carbón aplicados a los combustibles fósiles y otras 
industrias contaminantes, son críticas para alcanzar la meta de 
carbono cero para el 2050. Esto es principalmente a través de la 
forma de alza de precios inducidos por impuestos en la energía 
basada en el carbono. Estas políticas climáticas también pueden 
ayudar a afrontar injusticias climáticas, reducir desigualdades y 
aliviar la pobreza al generar ingresos que luego puedan ser invertidos 
en la transición energética, protección social, salud, educación, 
reparaciones climáticas y otras medidas climáticas (Sterner 2015; 
Budolfson et al., 2021).  

Sin embargo, los estudios que examinaron los efectos de distribución 
de los impuestos al carbono muestran resultados mixtos (Chalifour 
2010; Metcalf 2021; Cronin et al., 2019; Röhr, 2021). El impacto 
distributivo en los precios al consumidor, precios de los factores e 
ingresos de los hogares depende fuertemente de los niveles de 
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precio del carbono, cuáles hogares son afectados y la forma en la que 
ingresos se gastan para reducir los efectos de distribución adversos 
y afrontar las crecientes crisis climática y de cuidado. Por esta razón, 
la implementación de políticas de impuestos ambientales y sus 
efectos de distribución resultantes, así como el acompañamiento 
de las medidas de “reciclado de ingresos” necesita ser monitoreado 
y examinado con urgencia y cuando sea necesario implementado 
en conjunto con medidas de compensación que puedan equilibrar 
cualquier consecuencia social adversa.  

Para movilizar los suficientes recursos para afrontar la doble crisis de 
cuidado de personas y del medioambiente también se requiere de 
cooperación internacional. Es esencial en este asunto que los países 
desarrollados cumplan con su compromiso internacional de proveer 
100.000 millones de dólares de financiamiento climático anualmente 
para que países en desarrollo implementen acciones de mitigación 
y adaptación (CMNUCC 2023; OCDE, 2023). Sin embargo, en este 
punto, es evidente que la cantidad puede no ser suficiente aunque 
se alcanzara. 

4. Desarrollar sistemas de cuidados de calidad que sean 
innovadores, sostenibles y con capacidad de adaptación a los 
factores climáticos  

Alcanzar una transición justa de género requiere el desarrollo de 
un sector cuidados público y modalidades de cuidados resilientes al 
clima que dependan de energía limpia y la ampliación de puestos de 
trabajo de cuidado decentes. Deben tener la habilidad de adaptarse 
a los desafíos y contextos en veloz cambio. Para alcanzar estas 
metas, el programa de cuidados debe ser lo suficientemente amplio 
en alcance y complaciente con las diferentes realidades sociales y 
culturales (Neuman et al., 2014; Bernal et al., 2019). Específicamente 
una agenda de cuidados con justicia de género requiere una 
comprensión de que las mujeres, poblaciones indígenas, migrantes 
y grupos étnicos no son homogéneos: sus intereses, restricciones, 
fuentes de vulnerabilidad y capacidades de adaptación son diferentes 
(OIT, 2022). 

Los problemas de horario, forma y ubicación de servicios de cuidados 
que acomodan las necesidades de padres trabajadores, la realidad 
geográfica y las normas culturales también son importantes. Por 
ejemplo, proveer cuidados infantiles de calidad después del parto 
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mejora las oportunidades laborales de la mujer. En varios países, 
padres trabajadores autónomos y de tiempo parcial no tienen 
la licencia postnatal a la que los trabajadores formales a tiempo 
completo pueden acceder. Una revisión de las políticas de cuidados 
infantiles y cuidados a largo plazo demuestra como la alineación de los 
horarios de servicios de cuidado con los laborales de los cuidadores 
son un sello de los servicios de cuidados de buena calidad (OIT, 2022). 

Inversiones públicas en servicios de cuidados y un marco regulatorio 
también son necesarios para desarrollar sistemas de cuidado 
sostenibles. Para este fin, se debe confiar en trabajadores con pago 
decente. El cuidado infantil y servicios de cuidado a largo plazo 
que son ejecutados basados en trabajadores voluntarios o de baja 
remuneración tienden a ser insostenibles a largo plazo. 

Adicionalmente, el aprovisionamiento público de servicios de 
cuidado debe ser acompañado por políticas que motiven las 
corresponsabilidades de hombres y mujeres y promover la 
renegociación de responsabilidades del hogar, para conseguir una 
división más igualitaria de labores de cuidado. Con los hombres 
tomando más responsabilidades en labores domésticas y de cuidados, 
se reduce la demanda de servicios de cuidado externos al hogar. Las 
políticas también deben apoyar e incentivar a comunidades locales 
y empleadores para proveer servicios de cuidado accesibles y de 
buena calidad para sus miembros y trabajadores respectivamente.  

Considerando los severos impactos que el cambio climático tiene 
en la calidad de provisión de cuidados, las modalidades de cuidado 
se deben implementar considerando el principio de aprendizaje 
incremental y deben crear resiliencia climática a nivel local. Las 
modalidades de cuidado deberían también ser resilientes al clima y 
sostenibles al incluir acciones climáticas que busquen una provisión 
del agua más segura, un cambio hacia la energía renovable y un 
sistema de alimento sostenible. 

5. Garantizar procesos de toma de decisiones participativos y 
democráticos  

Una transición justa desde una perspectiva de género busca abrir 
las discusiones y decisiones sobre políticas climáticas a una amplia 
variedad de grupos, particularmente a aquellos más vulnerables 
y desaventajados. En otras palabras, la operacionalización de un 
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programa de transición justa desde la perspectiva de género requiere 
que todos los niveles de diseño, implementación y evaluación 
de políticas e intervenciones incluyan de manera consistente la 
participación de voces de diversas partes interesadas marginalizadas, 
lo que incluye a mujeres en situaciones socioeconómicas más bajas, 
trabajadores, pequeños terratenientes y pueblos indígenas (Newell 
et al., 2021). Esto significa transparentar y abrir al escrutinio público 
los varios niveles de toma de decisiones en áreas importantes 
como las políticas de energía, el financiamiento, la tributación, 
la comercialización y la industria. Estos enfoques se basan en 
principios de reciprocidad e igualdad entre las partes afectadas, 
los profesionales, los gobiernos, las organizaciones sociales, los 
científicos y otros expertos. 

La participación requiere igualdad entre participantes y no es algo 
fácil de lograr. Los estudios demuestran que agentes poderosos, 
como los gobiernos, empresas multinacionales y otros grupos de 
élite, usualmente inician estos procesos, definen el alcance de la 
participación y pueden articular mejor sus soluciones propuestas. 
Estas relaciones de poder desiguales se presentan usualmente desde 
el principio y son incluso más pronunciadas cuando las acciones 
implican intereses de negocios poderosos y negociaciones entre las 
partes interesadas del norte y el sur global (Hallegatte et al., 2019). 

6. Garantizar el acceso a la justicia  

Garantizar el acceso al sistema de justicia también es fundamental 
para contrarrestar la excesiva interferencia de intereses poderosos en 
la toma de decisiones. El acceso a la justicia también es esencial para 
proteger los derechos de los grupos desaventajados y marginados 
y de las organizaciones de justicia ambiental (Rodríguez y Inturias 
2018; Adelman y Lewis 2018; Wewerinke-Singh 2019; Martínez-Alier 
2023, Sovacool, 2021). 

Hoy en día, hay buenos ejemplos de casos judiciales donde los 
agentes poderosos como las compañías de combustibles fósiles son 
responsables del cambio climático y sus consecuencias. Un ejemplo 
es el caso de Greenpeace Southeast Asia y otros contra Chevron y 
otros, en el cual las organizaciones ambientales y los ciudadanos 
filipinos solicitaron a la Comisión Filipina de Derechos Humanos 
que investigara la responsabilidad de 50 compañías pertenecientes 
a inversores de combustibles fósiles por las “implicancias en los 
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derechos humanos del cambio climático y la acidificación del 
océano, y las consiguientes violaciones de derechos en Filipinas” 
(Ohdedar 2022; Wewerinke-Singh 2019; Martínez-Alier 2023; Newell 
et al., 2021). Aunque en este caso no se abordaron directamente 
cuestiones de derechos humanos basadas en los cuidados, se enfocó 
en la degradación ambiental creada por la crisis climática, lo cual 
afecta negativamente a la resiliencia de los sistemas de cuidados y 
contribuye a la exacerbación de la desigualdad de género. 

Los acuerdos y acciones colectivas entre diversos agentes y grupos 
defensores involucrados en derechos humanos, género, ambiente 
y justicia económica son fundamentales para responsabilizar a los 
agentes poderosos y lograr cambios transformativos en las dinámicas 
de poder que sustentan a los sistemas de cuidados desiguales y a 
las economías basadas en combustibles fósiles (Gonda 2019; Jordan, 
2018). 

dreamwalkster/Shutterstock.com
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Una transición justa con perspectiva de género implica un cambio 
estructural profundo, el cual no puede lograrse mediante medidas 
aisladas. La acción climática requiere de políticas integrales y amplias 
que se apoyen entre ellas, desde la inversión en servicios públicos 
e infraestructura, que reducen las desigualdades y promueven la 
provisión universal de cuidados adecuados y de calidad, hasta adoptar 
herramientas económicas y tributarias, que provean a los Estados del 
espacio tributario adecuado y recursos para completar este ambicioso 
programa.  

En estos esfuerzos, las obligaciones en materia de derechos humanos 
deben ser centrales. Usar un marco basado en derechos permite 
identificar y abordar las asimetrías de poder a través del proceso 
de transición. Esto es esencial para garantizar la equidad, ya que las 
estrategias de adaptación y mitigación se enfrentan constantemente 
a conjuntos entrecruzados de desigualdades que modifican 
profundamente las respuestas a las crisis de cuidado y el cambio 
climático. Esto provee un conjunto de obligaciones, normas y principios 
que pueden modificar las respuestas prioritarias a las necesidades 
de la gente y el planeta. Por ejemplo, los principios de participación 
y transparencia requieren la apertura al escrutinio público de todos 
los procesos de toma de decisiones en áreas esenciales para una 
transición justa, como las políticas de energía, el financiamiento, la 
tributación, la comercialización y la industria. Un marco de derechos 
también requiere poner la igualdad de género como una prioridad. 
Para este fin, todas las políticas de transición justa y las intervenciones 
deben tener en cuenta las problemáticas de cuidados. Una transición 
justa no puede lograrse sin una gran variedad de medidas políticas que 
garanticen sistemas de cuidados sostenibles y de calidad.  

El programa de cuidados necesita tener un alcance amplio y 
culturalmente apropiado (que sean compatibles con las diferentes 
situaciones sociales y culturales). Puede, por lo tanto, incluir diferentes 
tipos de modalidades de cuidado, desde pequeños centros de cuidado 
domiciliario hasta centros a gran escala en instituciones para llevar a 
cabo servicios de cuidados dirigidos por la comunidad. Las modalidades 
de cuidado deben ser resilientes al clima, depender en energías 
limpias y contribuir a la expansión de trabajos de cuidados decentes. 

Observaciones finales 
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Es necesario un esfuerzo coordinado entre todos los sectores de la 
sociedad: hogares, Estados y empresas para enfrentar colectivamente 
las crisis climática y de cuidados. Esto requiere mejorar la cooperación 
para efectivamente gestionar y regular el uso de recursos naturales. 
Además de satisfacer las necesidades y comprender los derechos de 
generaciones presentes y futuras. 

Con este documento informativo se identificaron diversas 
recomendaciones para alcanzar una transición justa desde la 
perspectiva de género. Sin embargo, se debe tener en cuenta que 
aunque hay, hasta la fecha, evaluaciones integrales de las amenazas 
y efectos negativos del cambio climático, se mantienen varias brechas 
para entender sus efectos en los sistemas de cuidados. Esto se debe, 
en parte, a la falta de datos y a que, a la hora de abordar el cambio 
climático, no se tiene en cuenta la economía de los cuidados y sus 
consecuencias distributivas y ecológicas. La relativa escasez de 
datos desglosada por género, etnia, raza, estado migratorio y otras 
características socioeconómicas limita la habilidad de monitorear el 
efecto negativo de la emergencia climática en aquellos que reciben 
y proveen cuidados. Por lo tanto, conseguir un mejor entendimiento 
sobre el nexo de clima, cuidado y género es esencial para diseñar e 
implementar modalidades de cuidado de calidad.  

Por último, aunque este documento informativo se centra en los 
derechos humanos, una importante lección de la crisis climática a la 
que nos enfrentamos hoy es que una perspectiva muy antropocéntrica 
llegó al punto de la arrogancia. Las preocupaciones por la protección 
del ecosistema, aunque son bastante centrales para los pueblos 
indígenas, comunidades de investigación multidisciplinarias y 
ecológicas y grupos de justicia ambiental, no tienen modelos de 
desarrollo, decisiones de creación de políticas, producción y consumo. 
La economía general impulsó esta negligencia al caracterizar a la 
persona humana como solo interesada en sí misma, individualista y 
“homo-economicus”. No sorprende que los procesos predominantes 
de toma de decisiones excluyen a los costos sociales, incluyendo el 
daño hecho a otras personas que no son parte en la decisión, al igual 
que los costos económicos y la ignorancia a la existencia de límites 
planetarios. Un desafío clave para una transición justa es modificar 
una visión puramente utilitaria e instrumental sobre qué nos aporta 
la naturaleza a los humanos por una en la que los valores intrínsecos 
de la naturaleza sean reconocidos. Poner los cuidados en el centro del 
programa de transición justa es un paso importante y necesario hacia 
redefinir la relación entre humanos y el medioambiente. 
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